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RESUMEN EJECUTIVO 

 

El presente trabajo de titulación trata de la concesión del indulto presidencial en delitos 

contra la administración pública y el principio de seguridad jurídica, que en nuestro país 

ha tomado un tinte muy político y ha generado rechazo y desconfianza hacia este acto 

administrativo propio del Ejecutivo quien haciendo uso de esta facultad meramente 

discrecional toma la decisión de beneficiar a una persona privada de libertad y que esta a 

su vez, recupere su libertad de manera inmediata, dejando de lado el accionar del aparato 

de justicia y provocando además perjuicios al Estado como la concesión de esta gracia a 

personas que han sido procesadas y sentenciadas por el delito de peculado, importante 

porque los delitos contra la administración pública afectan el interés nacional, el bien 

común de una nación. 

Se utiliza el enfoque cualitativo y cuantitativo por la naturaleza de la información 

recolectada a través de encuestas y la aplicación de entrevistas a expertos en derecho 

constitucional y derecho penal y se enmarca dentro de la línea de investigación del 

desarrollo humano social integral por la naturaleza de su contenido, sus objetivos y cuya 

propuesta se desarrolla a través de la promulgación de una ley especial que regule el 

indulto presidencial, lo limite y especifique sus requisitos mínimos tomando en cuenta los 

recientes casos de delitos contra la administración pública por la que atraviesa el país y la 

región; a fin de evitar el cometimiento de los mismos sin que los responsables enfrenten 

las consecuencias.    

PALABRAS CLAVE: Indulto, administración pública, seguridad jurídica. 
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ABSTRACT 

 

 

The present titling work deals with the granting of the presidential amnesty in crimes 

against public administration and the principle of legal certainty, which in our country has 

taken a very political dye and generated rejection and distrust of this administrative act of 

the Executive who made use of of this purely discretionary power, it makes the decision 

to benefit a person deprived of liberty and who, in turn, recovers his freedom immediately, 

leaving aside the actions of the justice apparatus and also causing damages to the State 

such as the granting of this thanks to people who have been prosecuted and sentenced for 

the crime of peculation, important because crimes against public administration affect the 

national interest, the common good of a nation. 

The qualitative and quantitative approach is used due to the nature of the information 

collected through surveys and the application of interviews to experts in constitutional law 

and criminal law and is part of the research line of integral social human development due 

to the nature of its content, its objectives and whose proposal is developed through the 

promulgation of a special law that regulates the presidential pardon, limits it and specifies 

its minimum requirements taking into account the recent cases of crimes against the public 

administration that the country is going through and the region; in order to avoid 

committing them without those responsible face the consequences. 

KEY WORDS: Amnesty, public administration, legal certainty. 
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CAPÍTULO I 

 

MARCO TEÓRICO 

 

1.1. Antecedentes Investigativos 

 

1.1.1. Atribuciones del Presidente de la República del Ecuador 

 

La Constitución del 2008 desarrolla el indulto en el numeral décimo octavo del artículo 

147, y señala que dentro de las atribuciones y deberes del Presidente de la Republica están 

la de “Indultar, rebajar o conmutar las penas, de acuerdo con la Ley”, así mismo le otorga 

esta atribución a la Asamblea Nacional en el numeral décimo tercero del artículo 120 en 

el que señala como atribución la de “Conceder amnistías por delitos políticos e indultos 

por motivos humanitarios, con el voto favorable de las dos terceras partes de sus 

integrantes…” (Asamblea Nacional Constituyente, 2008). 

Vale hacer una breve reseña histórica del Derecho de Gracia en el Ecuador ya que este no 

es ajeno al ordenamiento jurídico nacional pues encontramos, por ejemplo, la primera Ley 

de Gracia en ser promulgada con fecha de 04 de Junio de 1878, donde ya se planteaba los 

casos en los que procedía, su improcedencia, y los casos en los que se le prohibía al 

Ejecutivo ejercer este derecho de gracia, lo propio lo hizo la Ley de Gracia de 20 de 

Agosto de 1887, así mismo, la Ley de Gracia de 28 de Agosto de 1894, en la que ya 

encontramos que la resolución del Ejecutivo se someterá a dictamen del Consejo de 

Estado y que esta debe ser publicada en el Registro Oficial, además vemos ya la voluntad 

del legislador de someter esta facultad a un informe por un tercero, en este caso la creación 

del Instituto de Criminología (Flores, 2008), hasta llegar a la última Ley de Gracia 

conocida y aplicada hasta 2014, esta es, la Ley de Gracia de 04 de Junio de 1978, que 

establece  
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la facultad del reo exclusiva o de su defensor, para solicitar una sola vez, el ejercicio del 

derecho de gracia. (García Facolní, 2009). 

Dentro de la Legislación Penal Ecuatoriana actual, el indulto aparece como una causa de 

la extinción de la pena en el numeral cuarto del artículo 73 del Código Orgánico Integral 

Penal y desarrollado en el artículo 74 y 75 ibídem, estableciéndose que la Asamblea 

Nacional y el Presidente de la República pueden dar indultos, como ya se mencionó 

anteriormente; pero, existe una aseveración por parte del doctor Ramiro García Falconí 

en su Código Orgánico Integral Comentado, que señala lo siguiente, esta institución (el 

indulto) no debe entenderse como una decisión omnipotente o inapelable por ser voluntad 

del representante del ejecutivo, pues es principio general de que el indulto no puede ser 

revisable jurisdiccionalmente; se encuentra limitado al control de sus motivaciones 

aunque este argumento no puede ser sostenido ya que el indulto no es intocable (García 

Falconí, 2014). 

Con la entrada en vigencia del Código Orgánico Integral Penal en febrero del año 2014 se 

deroga, o queda derogada, de manera tácita la hasta entonces vigente Ley de Gracia que 

manejaba las reglas para que el Ejecutivo pueda conceder indultos, pues en su Disposición 

Derogatoria Vigésimo Sexta se explica así, ya que como se explicó antes el COIP ya 

contempla a esta forma de extinguir la pena en su artículo 73 y los desarrolla en los dos 

siguientes, pero de esta manera no quedaba aún claro bajo que parámetros el Presidente 

podía o no conceder indultos y para ello el 09 de octubre del 2014 se expidió el 

Reglamento para la Concesión de Indulto, Conmutación o Rebaja de Penas (Correa, 

Reglamento para la Concesión de Indulto, Conmutación o Rebaja de Penas, 2014), que a 

su vez fue reformado mediante Decreto Ejecutivo No. 861 de 28 de diciembre de 2015 

(Correa, 2015), pero así mismo encontramos el Decreto Ejecutivo No. 1440 del 23 de 

Mayo del 2017 donde además encontramos una ampliación a la Concesión de indultos y 

asimila en su contenido los beneficiarios de doble vulnerabilidad y en el numeral sexto de 

su artículo 5 explica quienes no podrán solicitar este tipo de acto al Ejecutivo (Correa, 

Decreto Ejecutivo No. 1440, 2017), por último encontramos dentro del Decreto Ejecutivo 

No. 0003 de 09 de Junio del 2017 el Instructivo para la Ejecución del Indulto Presidencial 

concedido mediante Decreto Ejecutivo No. 1440 de 23 de Mayo del 2017, publicado en 
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el Suplemento del Registro Oficial No. 17 de 19 de Junio del 2017, el cual desarrolla una 

vez más el procedimiento a seguir por parte del solicitante y el Ministerio de Justicia, 

Derechos Humanos y Cultos para que se lleve a cabo la ya mencionada figura de indulto 

presidencial que se le ha encargado de su ejecución al Ministerio ya antes mencionado 

como ente de gestión en estos casos. (Alvarado, 2017). 

1.1.2. Discrecionalidad de los actos administrativos 

 

A saber, la concesión de Indulto Presidencial por parte del Ejecutivo es de carácter 

discrecional, conforme lo establece el Reglamento para la Concesión de Indulto, 

Conmutación o Rebaja de Penas de 29 de septiembre de 2014, pero debemos analizar qué 

es lo que se establece como “discrecional”, y para ello encontramos que esta es una de las 

facultades que posee el Ejecutivo y las que el profesor Manuel Ossorio define como “las 

que posee el órgano administrativo para obrar de determinada manera, cuando lo crea 

oportuno y con arreglo a su leal saber y entender, para la mejor satisfacción de las 

necesidades colectivas” (Ossorio y Florit, 2013). 

Debemos entender en este punto las potestades de la administración pública, estas pueden 

ser regladas y discrecionales, las regladas como lo señala el doctor Juan Francisco Palacios 

“son las que están previstas en la Ley, nace de la norma jurídica y es ésta misma la que lo 

limita” (Palacios, 2001), y las discrecionales se señalan como la libertad concedida por la 

norma a la actuación y decisión del funcionario público sobre hechos ante los cuales éste 

debe actuar, lo cual no implica una actuación al margen de la Ley o a su vez arbitrariedad, 

ya que ésta “libertad parcial” se ajusta a cuatro elementos fundamentales sin los cuales 

deja de ser discrecional y se convierte en arbitrario que son: la existencia misma de la 

potestad, su extensión, la competencia del órgano y el fin de la actuación de ese órgano 

de la administración. (Palacios, 2001). 

1.1.3. Los Indultos Presidenciales en delitos contra la Administración Pública 

(Peculado) 

 

El Indulto otorgado a Antonio Edmundo Buñay Dongilio vía Decreto Ejecutivo No. 

1415  
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Este caso se conoció en 2012, tras el retraso en el pago de un crédito de USD 800 000 

otorgado por el Banco Cofiec al argentino Gastón Duzac. El extranjero solicitó el 

préstamo a finales del 2011 para adquirir una plataforma transaccional móvil. La 

operación fue irregular y el empresario cayó en mora y abandonó el país. Las 

investigaciones posteriores evidenciaron que el crédito no contó con garantías de respaldo. 

En octubre del 2012 funcionarios comparecieron ante la Comisión de Fiscalización de la 

Asamblea Nacional. Uno de ellos fue Pedro Solines, exsuperintendente de Bancos. Allí, 

el funcionario sostuvo que Duzac no dio información que sustentara su situación 

patrimonial en el formulario de solicitud del préstamo. Además, se conoció que parte de 

los datos que facilitó en la apertura de una cuenta corriente en el banco eran "ilegibles". 

La auditoría que se ejecutó tras la mora concluyó que "no consta información financiera 

que garantice su capacidad de pago". Según mencionó Solines en la Asamblea, las 

autoridades de Cofiec no cumplieron con los requisitos del manual de crédito. Silvia 

Salgado, la entonces presidenta de la Comisión de Fiscalización, denunció que "habría 

existido una relación informal entre Duzac y el presidente ejecutivo de Cofiec". Y agregó 

que "a través de los e-mails entre Buñay, Duzac y otros personajes del banco se llega a 

conocer indicios claros de un delito de peculado". En abril, el Tribunal penal condenó a 

seis de los nueve procesados. Entre ellos está Duzac y Pedro Delgado, expresidente del 

Banco Central. Ambos continúan prófugos. El primero en Argentina y el segundo en 

Miami, Estados Unidos. (El Comercio, 2015). 

El 16 de Mayo del 2017 vía Decreto Ejecutivo No, 1415 el ex Presidente de la República 

Econ. Rafael Correa Delgado, poco antes de culminar su mandato como Presidente 

Constitucional de la República y una semana antes de expedir el Decreto Ejecutivo que 

limita la concesión de indultos presidenciales en casos como el del peculado, le concede 

el Indulto Presidencial al ex Presidente del Banco Cofiec y procesado por el fraudulento 

préstamo de $800.000,00 al argentino Gastón Duzac (Miñaca, 2019), con lo cual a juicio 

del doctor Felipe Huerta  esta “sentando un mal precedente”, porque, alega, se podría 

conceder indultos a otros personajes que tienen sentencias por el mismo delito (Expreso, 

2017). 
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El Indulto otorgado a Claudia Gabriela Rodríguez Lima vía Decreto Ejecutivo No. 

249 

Pero el indulto antes mencionado, y siendo el más polémico por la falta de fondo en la 

manera en que se lo ha concedido, la cantidad pecuniaria que afecta a los recursos del 

Estado y la simplicidad del mismo, no es el único de su tipo, pues encontramos otro 

ejemplo de esta institución, en el Decreto Ejecutivo No. 249 de 22 de diciembre del 2017, 

en el cual se le concede el Indulto Presidencial a Claudia Gabriela Rodríguez Lima por el 

delito de Peculado, uno más por este delito.  

Dentro de este Decreto Ejecutivo, encontramos dentro de su séptimo considerando: 

“Que la señora Claudia Gabriela Rodríguez Lima ha manifestado que ha reflexionado 

sobre el delito cometido, y expresa su total arrepentimiento por el hecho cometido, 

manifestando su intención de no volver a cometer infracciones” (Moreno, Lenín, 2017). 

Este considerando hace referencia al oficio No. MJDHC-MJDHC-2017-022-OF de 19 de 

diciembre del 2017, en el cual la Ministra de Justicia, Derecho Humanos y Cultos de ese 

entonces, en el cual y según el Reglamento para la Concesión de Indulto, Conmutación o 

Rebaja de Penas, en base a ese informe no vinculante se verá la recomendación de 

conceder el indulto, y es precisamente esas la recomendación que hace la Ministra de 

Justicia, Derechos Humanos y Cultos en el considerando quinto de dicho Decreto 

Ejecutivo No. 249. (Ecuador Transparente, 2017). 

Pero surge la interrogante en cuanto a la concesión de este Indulto Presidencial, ya que no 

se enmarca dentro del numeral sexto del artículo 5 del Decreto Ejecutivo No. 1440 del 23 

de mayo del 2017 que, en su numeral, que expresamente manifiesta que no se podrá 

conceder la figura de Indulto presidencial entre otros, en delitos como el peculado. 

El Indulto otorgado a Jorge Wladimir Peña Ortiz vía Decreto Ejecutivo No. 251 

El mismo 22 de diciembre del 2017 el Presidente Lenin Moreno concede, a la par del 

Indulto anterior, Indulto Presidencial a Jorge Wladimir Peña Ortíz, quien venía de estar 

privado seis meses de libertad por encontrarse cumpliendo la sentencia de 4 años de 

condena por el delito de Peculado, luego de conocerse un desvío de fondos del Ministerio 
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del Trabajo, y lo hace dentro del Indulto Presidencial No. 251 sin dejar margen a una 

revisión del numeral sexto del artículo 5 del Decreto Ejecutivo No. 1440 del 23 de Mayo 

del 2017. 

Dentro del Decreto Ejecutivo No. 251, encontramos en su sexto considerando lo siguiente: 

“Que el señor Jorge Wladimir Peña Ortíz ha solicitado se le perdone por los daños que ha 

causado a su persona, al país y a la Nación manifiesta que esta consiente que los actos 

realizados no son correctos y que está muy arrepentido” (Moreno, Lenín, 2017). 

Incluso se nota un error de forma en el mismo pues al ser este una copia del formato del 

concedido a Claudia Rodríguez no se omite el considerando del mismo en el que se 

manifiesta el “total arrepentimiento” de la misma, denotando así la falta de interés en la 

aplicación de esta decisión soberana confiada al Ejecutivo. 

Al respecto lo manifiesta Eugenio Zaffaroni, en su obra, Derecho penal. Parte General, 

que, “este (el indulto presidencial) puede vulnerar derechos, es por esta razón que el 

indulto se sustenta a un control jurisdiccional en los siguientes casos: cuando recae en 

condenas no indultables, también cuando afecta al derecho a la defensa reclamado por las 

partes intervinientes en el proceso y, por último, cuando no existe una motivación 

adecuada; por consiguiente, esta facultad no debe remitirse exclusivamente como decisión 

única del funcionario republicano ya que existe órganos de control  que ejercen 

competencia y autoridad para la revisión de dicho acto administrativo” (Zaffaroni, 2002); 

y es precisamente de esta reflexión la falta de motivación adecuada en la concesión del 

Indulto Presidencial, específicamente en casos como el Peculado, la que denota un mal 

uso de dicha facultad concedida al Ejecutivo. 

 

Procedimiento para la Concesión de Indulto Presidencial 

Del procedimiento contenido en el Decreto Ejecutivo No. 461 de 09 de octubre del 

2014. 
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Art.3.- Solicitud. –La solicitud de Indulto Presidencial se presentará por escrito ante el 

Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, la cual deberá contener: 

a) Los nombres completos, nacionalidad y documento de identidad, tanto del 

solicitante, como del posible beneficiario, de no tratarse de la misma persona; 

b) Descripción de la pena impuesta al posible beneficiario, detallando el delito 

sancionado, la o las víctimas identificadas en la sentencia, la fecha de Comisión 

del delito, la autoridad que sentenció el delito y la fecha en la cual lo hizo; 

c) El tiempo que el posible beneficiario se encuentra privado de su libertad 

identificando el centro de privación de libertad en donde la persona se encuentra; 

d)  Detalle de motivos por los cuales se solicita el Indulto Presidencial, acompañados 

de los documentos de respaldo pertinentes. 

El beneficiario deberá manifestar expresamente su arrepentimiento por los actos 

cometidos y las disculpas a las víctimas del delito. 

De alegarse la existencia de enfermedades crónicas, catastróficas o terminales en 

el posible beneficiario, se adjuntará una certificación médica emitida por personal 

del Ministerio de Salud Pública, en el cual se detallará la veracidad de la existencia 

de la enfermedad alegada, los tratamientos o paliativos existentes, y la expectativa 

de vida del posible beneficiario; 

Artículo 4.- Análisis de la solicitud. – El Ministro de Justicia, Derechos Humanos y 

Cultos, al momento de recibir una solicitud de Indulto Presidencial, revisará que cuente 

con la información requerida en el artículo anterior. De no encontrarse completa, será 

devuelta inmediatamente al solicitante, a fin de que sea completada. Si la solicitud es 

presentada correctamente, requerirá los siguientes documentos: 

a) Informe disciplinario del posible beneficiario, suscrito por el Director del Centro 

de Rehabilitación Social donde se encuentre privado de la libertad, detallando, de 

haberlas, las faltas disciplinarias cometidas y la sanción otorgada; 

b) Se informará a la víctima del delito por el cual el posible beneficiario se encuentra 

sentenciado, de existir, acerca de la solicitud de Indulto Presidencial formulada. 
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La víctima podrá comunicar su opinión al respecto, al cual no tendrá carácter 

vinculante; y, 

c) Los demás documentos que el Ministro requiera para fundamentar su análisis o 

ratificarla veracidad del contenido de la solicitud de indulto. 

Artículo 5.- Procedimiento. – Al ser el indulto una facultad discrecional de la Función 

Ejecutiva, no requiere ser contestada al solicitante. 

Una vez recabada y analizada la documentación pertinente, el Ministro de Justicia, 

derechos Humanos y Cultos, remitirá un informe motivado no vinculante, con la 

documentación de sustento que considere relevante para el Presidente de la República, por 

medio de la cual emitirá una recomendación acerca de la pertinencia de otorgar el Indulto 

Presidencial al posible beneficiario. 

Artículo 6.- Decisión presidencial. -  El Presidente de la república podrá otorgar Indulto 

Presidencial, si estuviere de acuerdo con el informe favorable presentado por el Ministro 

de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, y expedirá el decreto consiguiente que será 

publicado en el Registro Oficial. (Correa, Reglamento para la Concesión de Indulto, 

Conmutación o Rebaja de Penas, 2014). 

Indulto Presidencial en otros países 

Indulto Presidencial en Colombia 

Al respecto al hablar del Derecho de Gracia en Colombia y adentrarnos en las 

explicaciones del indulto presidencial en ese país, debemos mencionar que, como ya es 

sabido, los países que formaron parte de la Gran Colombia heredaron de esa época mucha 

de su normativa y pensamiento al momento de expedir, aprobar y aplicar una ley, al menos 

en sus primeros años como país independiente de ese conglomerado, y este es el caso de 

Colombia que hizo miramientos a su época como parte de la gran Colombia para aplicar 

esta figura.  

Debemos destacar en este punto que la normativa aplicable al indulto, se encontró dispersa 

y sólo tenía que ver con la rebaja de penas de manera condicional o por motivos como los 

religiosos, pero bien, en Colombia encontramos una constante del conflicto armado 
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durante gran parte de su historia y es precisamente esta motivación la principal al 

momento de hablar de la gracia del indulto y de la amnistía, pues el conflicto armado ha 

desembocado varias veces en sus putos más álgidos en acuerdos con los gobiernos de 

turno o decisiones unilaterales de los gobernantes de la época para encontrar dar 

soluciones a las crisis de seguridad nacional de Colombia, lo que encontramos 

desarrollado en leyes de indulto, rebaja o extinción de pena que tienen que ver netamente 

con concederlas a personas pertenecientes a estos grupos o motivos que giran alrededor 

del mismo. 

Lo más reciente en cuanto a la materia lo encontramos desarrollado en el Código Penal 

Ley 599 de 2000 en su artículo 88 menciona en su numeral segundo al indulto como una 

causa de la extinción de la sanción penal; en la Ley 1820 de 30 de diciembre de 2016 por 

medio de la cual se dictan las “Disposiciones sobre Amnistía, Indulto y tratamientos 

penales especiales”, dentro de la cual encontramos una clara referencia a la terminación 

del conflicto armado latente en Colombia, pero dentro de este entramado encontramos una 

clara prohibición o límite el cual es que no serán objeto de amnistía, ni de indulto los 

delitos comunes cuya motivación haya sido obtener beneficio personal propio o para un 

tercero (Congreso de Colombia, 2016), lo cual se enmarca claramente con el verbo rector 

del delito de peculado sancionado en el artículo 397 al 402 del Título VX de los delitos 

contra la administración pública. 

Indulto Presidencial en Perú 

Dentro de la normativa de Perú encontramos en la Constitución Política de 1993 que es la 

vigente en ese país, en el artículo 118 señala las atribuciones del Presidente de la 

República, en su numeral vigésimo primero “Conceder indultos y conmutar penas. Ejercer 

el derecho de gracia en beneficio de los procesados en los casos en que la etapa de 

instrucción haya excedido el doble de su plazo más su ampliatoria” (Congreso 

Constituyente Democrático, 1993); dentro del mismo encontramos una alusión especial a 

los efectos que produce el indulto presidencial dentro del proceso, con respecto a la pena 

y lo que se puede hacer después de que éste ha sido concedido por el Ejecutivo, la primera 

la encontramos en el artículo 139 numeral décimo tercero entre los principio y derechos 
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de la función jurisdiccional: “ La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución 

ejecutoriada. La amnistía, el indulto, el sobreseimiento definitivo y la prescripción 

producen los efectos de cosa juzgada.”, con lo cual determinamos que no se puede reabrir 

un caso por el que se indultó a alguien (RPP Noticias, 2017). Lo propio se ve desarrollado 

dentro del decreto Legislativo 635 Código Penal del Perú, que en su artículo 85 de la 

ejecución de la pena en su numeral primero explica que la ejecución de la pena se extingue 

por” muerte del condenado, amnistía, indulto y prescripción” y explica los efectos de esta 

esta gracia en su artículo 89 (Decreto Legislativo N° 635, 1991). 

Indulto Presidencial en Argentina 

Al respecto encontramos lo que no señala la Constitución de la Nación Argentina de 1853, 

la cual en el inciso 6 del artículo 86 le atribuye al Presidente de la Nación la facultad de 

indultar y conmutar penas de la siguiente manera: “Puede indultar o conmutar las penas 

por delitos sujetos a la jurisdicción federal, previo informe del tribunal correspondiente, 

excepto en los casos de acusación por la Cámara de Diputados” (Asamblea Constituyente 

de Santa Fé, 1853), esto fue bien aprovechado dentro de la historia argentina en las leyes 

de impunidad que tuvieron que ver con los hechos lamentables de la dictadura militar del 

en ese entonces autodenominado Proceso de Reorganización Nacional. Lo propio lo 

encontramos desarrollado en el Código Penal de la Nación Argentina de 1921 vigente que 

en su artículo 68 prescribe lo siguiente “El indulto del condenado extinguirá la pena y sus 

efectos, con excepción de las indemnizaciones debidas a particulares” (Congreso de la 

Nación, 1921). 

Indulto Presidencial en España 

Dentro del ordenamiento jurídico español encontramos al indulto inserto dentro del literal 

i) del artículo 62 de los Actos del Rey donde se señala que corresponde al Rey “Ejercer el 

derecho de gracia con arreglo a la Ley,  que no podrá autorizar indultos generales” (Cortes 

de España, 1978),  pero este derecho de gracia se encuentra plenamente regulado en la 

Ley de 18 de Junio de 1870 que regula el ejercicio de la gracia del indulto, donde además 

de conceder esta facultad al Rey, expone que la misma ha de ser concedida a propuesta 

del Ministro de Justicia previa deliberación del Consejo de Ministros, ,lo cual se expedirá 
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vía Real Decreto, la misma ha sido modificada  a través de la Lay 1/1988 de 14 de enero 

(Cortes Generales de españa, 1988). 

 

1.1.4. El principio de seguridad jurídica en la Constitución de la República del 

Ecuador de 2008 

 

La Constitución de la República del Ecuador de 2008 reconoce plenamente el derecho a 

la seguridad jurídica, y es precisamente de esta de donde debe provenir la garantía de este 

derecho como se señala en el artículo 82: “El derecho a la seguridad jurídica se 

fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, 

claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes” (Asamblea Nacional 

Constituyente, 2008); lo cual se acopla a lo que un Estado Constitucional de derechos 

tiene que perseguir como objetivo. 

Al  respecto nos encontramos que de lo mencionado en el artículo 82 de la Constitución 

de la República del Ecuador de 2008, esto se enmarca plenamente en la Teoría General de 

la Seguridad Jurídica, puesto que para que exista seguridad jurídica plena en un Estado 

ésta debe cumplir con la convergencia de su existencia en el principio de legalidad, el cual 

destina los parámetros necesarios para su plena vigencia, es así que la expresión nullum 

crime, nulla poena, sine lege, no solamente se encuadra en el derecho penal, sino que más 

bien, trasciende todo el ordenamiento jurídico, con lo cual, va de la mano con la jerarquía 

de la norma. 

Es precisamente que para que exista una plena seguridad jurídica y se aplique el principio 

de legalidad es que encontramos en la misma Constitución de la República del Ecuador 

de 2008 en su artículo 132 los casos en los que se requerirá, aprobará y promulgará una 

Ley, dándole así, la pauta para que el principio de legalidad se vea desarrollado sin 

transgredir su idea fundamental. 

1.1.5. Principio de legalidad y el orden jerárquico de la norma 
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Siendo la legalidad una fuente del derecho administrativo hemos de acercar más la 

definición de legalidad, pero de legalidad administrativa, puesto que si bien este principio, 

el de legalidad lo encontramos plenamente desarrollado en el derecho penal, cabe aclarar 

que nuestra meta es aclarar el principio de legalidad dentro de la aplicación del derecho 

administrativo, y para ello encontramos que la norma jurídica funciona como límite y 

criterio de validez de la actividad pública y profundizando un poco más encontramos que 

al hablar del principio de legalidad en cuanto tiene que ver a la actividad de la 

administración pública se hace referencia a la subordinación de la administración a la ley, 

que esta ley debe estar previamente promulgada y que la misma debe contener aquellas 

atribuciones, deberes y los límites que se le han de permitir a la administración, porque 

como ya hablamos anteriormente es la ley la que le da las potestades a la administración, 

pero es esa misma ley la que a veces es un poco vaga al momento de limitar el poder de 

esa administración. (Fonseca, 2009). 

El sometimiento de los actos de la administración pública al ordenamiento jurídico se trata 

básicamente en seguir el orden del que gozan las normas como el que señala la 

Constitución de la República del Ecuador de 2008 en su artículo 425, el orden jerárquico 

de aplicación de la norma, y es aquí donde encontramos que a pesar de ser la 

administración la encargada de tomar decisiones de interés público, y a pesar de poseer 

potestades, como ya se vio anteriormente, lo que se traduce en el principio de juridicidad 

de la administración como lo señala Agustín Gordillo, quien además refiere que este 

principio de legalidad enmarca y limita la misma discrecionalidad. (Gordillo, 1974). 

1.1.6. El principio de seguridad jurídica 

 

Dentro de la misma línea cabe señalar la definición hecha por el doctor Manuel Ossorio y 

Florit en su Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales donde nos refiere que 

“representa la garantía de la aplicación objetiva de la Ley” (Ossorio y Florit, 2013), lo que 

se puede traducir en la confianza que tienen los ciudadanos de un Estado de Derecho de 

que las normas existentes van a ser aplicadas de manera justa, lo cual se enmarca 

plenamente en lo que la seguridad jurídica representa, pues la positividad de la norma, la 
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legalidad y la legitimidad que se le da a la legalidad van de la mano para determinar su 

aplicación correcta en beneficio de la sociedad. 

Dentro de nuestro país cabe recalcar que se aplican las mismas normas en cuento tiene 

que ver a la seguridad jurídica, puesto que se habla también de la irretroactividad de la 

norma y que esta norma no sea oscura o muy dispersa, puesto que atentaría contra la 

generalidad que es otro requisito que debe cumplir la seguridad jurídica, puesto que si 

bien es cierto el órgano legislativo debe atender las necesidades de los ciudadanos en 

cuanto a promulgar leyes que sean capaces de satisfacer temas como las relaciones entre 

los mismos, también tiene que observar que  no sean tan dispersas estas normas, pues 

encontramos que deben mantener generalidad en cuanto a un tema, ya que encontramos 

la ley específica que atiende un tema, pero también localizamos, específicamente en países 

democráticos como el nuestro, otras normas que la refutan, la modifican , enmiendan o la 

sustituyen, claro está que el espíritu de estas leyes posteriores es subsanar tal vez algún 

error en la aplicación de la misma o de atender atropellos al momento de interpretar la 

misma, el ciudadano que siente transgredidos sus derechos genera en sí mismo una 

“inseguridad jurídica”, puesto que no se encuentra muy ubicado dentro de la normativa 

nacional cuando tiene que recurrir a la administración para que su situación sea revisada. 

(Rosero, 2003) 

El principio de seguridad jurídica en el procedimiento de Indulto Presidencial 

Como ya se mencionó anteriormente el principio de seguridad jurídica existe bajo 

requisitos que han de cumplirse para mantener la armonía del Estado de Derecho, pero en 

el momento de conceder indulto presidencial cabe destacar que este se ha de enmarcar con 

este principio, no solamente con el beneficiario o el solicitante del mismo, sino que más 

bien atenderá al interés del ciudadano en común quien es quien tendrá a su disposición la 

facultad de determinar si en casos como el Indulto presidencial por delitos contra la 

administración pública se atiende al respeto de las normas pre establecidas y si estas 

normas contiene los lineamientos básicos de legalidad. 

Anteriormente ya se expuso detalladamente el procedimiento de Indulto Presidencial 

contenido en el Decreto Ejecutivo No. 461 de 09 de octubre del 2014, pues bien, cabe 
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señalar aquí un paréntesis en cuanto tiene que ver con la derogatoria, pues si bien es cierto 

ya se señaló que el Decreto Ejecutivo 461 de 09 de octubre de 2014 entra a establecer las 

reglas y el procedimiento para conceder la figura de Indulto Presidencial, por cuanto el 

Código Orgánico Integral Penal lo deroga tácitamente con su entrada en vigencia, no 

brinda en esencia este Decreto Ejecutivo la “seguridad jurídica” que se pretende, entre 

otra razones, porque no es una ley promulgada por el órgano legislativo que en este caso 

es la Asamblea Nacional, es muy vago en cuanto tiene que ver al procedimiento y al ser 

un Reglamento expedido por el Ejecutivo claramente se ve que, a pesar de ser un acto 

discrecional del mismo, atiende a utilizar esta atribución con fines políticos y a hacer uso 

de esta gracia en beneficio de terceros que tal vez, manchan tan sagrada institución. 

1.2.Objetivos 

 

1.2.1. Objetivo General 

 

Investigar el indulto presidencial en los delitos contra la administración pública y el 

principio de seguridad jurídica para evitar impunidad en casos similares. 

 

1.2.2. Objetivos Específicos 

 

• Determinar la figura de indulto presidencial a nivel internacional en países como 

Colombia, Perú, Argentina y España para comparar la eficacia de su aplicación en 

beneficio de la sociedad. 

• Establecer el principio de seguridad jurídica en el procedimiento de indulto 

presidencial para determinar su validez jurídica. 

• Identificar la discrecionalidad de los actos administrativos y sentar las bases de un 

proyecto de Ley de Concesión del Indulto Presidencial.
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CAPÍTULO II 

METODOLOGÍA 

 

2.1. Materiales 

 

2.1.1. Institucionales 

 

-  Universidad Técnica de Ambato. 

-  Facultad de Jurisprudencia y Ciencias Sociales, Carrera de Derecho. 

- Programa de Maestría en Derecho Constitucional Cohorte 2017 de la Carrera de Derecho 

de la Universidad Técnica de Ambato. 

2.1.2. Humanos 

 

- Alex Diego Gavilánez Gavilánez, estudiante investigador. 

- Docente investigador FJCS-UTA.   

- Estudiantes de Postgrado del Programa de Maestría en Derecho Constitucional Cohorte 

2017 de la Carrera de Derecho de la Universidad Técnica de Ambato. 

- Jueces de la Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Tungurahua. 

- Jueces de la Unidad Judicial Penal con Sede en el Cantón Ambato. 

2.1.3. Materiales 

 

-Internet. 

- Resma de Papel Bond de 75 gramos. 
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- Esferográficos. 

- Laptop. 

- Cuaderno universitario de 100 hojas. 

- Grapadora. 

- Grapas. 

- Flash memory. 

Tabla 1:  Presupuesto 

Cantidad Detalle Valor 

Unitario 

Valor 

Total 

 

1 

2 

1 

1 

1 

- 

5 

Internet. 

Resma de Papel Bond de 75 gramos. 

Esferográficos. 

Cuaderno universitario de 100 hojas. 

Grapadora. 

Flash memory. 

Imprevistos. 

Anillados. 

$15.00 

$3.00 

$0,50 

$1,50 

$3.00 

$9,50 

$100,00 

$3,00 

$30.00 

$3.00 

$1.00 

$1,50 

$3.00 

$9.50 

$100,00 

$3,00 

  Total $151.00 

 

2.2. Métodos 

 

La presente investigación tiene enfoque cuantitativo porque se aplicarán cuestionarios de 

los cuales se recolectará información útil de la cual se extraerán datos exactos que han de 

ser interpretados a través de un conteo de las respuestas que definirá así la opinión acerca 

de los alcances del indulto presidencial en delitos contra la administración pública por 

parte de los encuestados puesto que sus respuestas recogerán un punto de vista jurídico e 

imparcial. Además, se utilizará el enfoque cualitativo, ya que se aplicarán entrevistas a 

magistrados cuyas valoraciones se sujetarán a interpretaciones del aporte que puedan 

brindar sus respuestas a la presente investigación. 

La modalidad de la investigación es la bibliográfica porque la información necesaria 

para sustentar el mismo se extrae de trabajos previos, investigaciones previas, artículos, 
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publicaciones, noticias y libros referentes al tema, que han servido como fuente principal 

del mismo. Es de campo, porque la información que se extraerá de los actores principales, 

beneficiarios y demás se hará a través de encuestas que se las realizará de manera personal 

en el campo objetivo. Además, se incluye la modalidad de campo y que se obtendrá 

información útil directamente de la fuente, esto es, de magistrados, a través de entrevistas 

con los mismos y así contrastar con la información obtenida a través de la recopilación 

bibliográfica de datos. 

El nivel de investigación del presente trabajo es descriptivo porque utiliza en sus 

múltiples líneas descripciones tanto del peculado, como del indulto presidencial para 

ampliar el campo de relación que existe entre las dos variables puesto que como se 

analizará y detallará en el transcurso de la investigación se pretende delimitar esa misma 

relación puesto que el Ejecutivo y su potestad de brindar indulto deben estar reguladas. 

La técnica a utilizarse en la presente investigación es la encuesta y se realiza a través del 

instrumento determinado como cuestionario que estará conformado por preguntas 

cerradas bien formuladas en base al tema propuesto que tiene como objetivo recopilar 

información acerca del peculado y el indulto presidencial en delitos contra la 

administración pública para ser procesada cuidadosamente y con criterio jurídico para que 

la investigación cumpla su fin. Además, se utilizará la entrevista para obtener información 

necesaria de magistrados cuyas opiniones se contratarán con los datos que se obtengan, 

tanto de la investigación bibliográfica, como, de la información obtenida de encuestas. 

En la presente investigación la población y muestra no se utiliza ya que la población es 

únicamente de 35 personas, y esta técnica se utiliza con una población que supere las 100 

personas; se aplicarán entrevistas a siete jueces, tres jueces integrantes de la Sala 

Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Tungurahua y cuatro jueces de primera 

instancia de la Unidad Judicial Penal con Sede en el Cantón Ambato, todos ellos expertos 

en derecho penal y conocedores de la realidad nacional, además se aplicarán encuestas a 

28 estudiantes de Postgrado del Programa de Maestría en Derecho Constitucional Cohorte 

2018 de la Carrera de Derecho de la Universidad Técnica de Ambato, todos ellos 

profesionales del derecho con años de experiencia, algunos de ellos funcionarios públicos 
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al tanto de la realidad nacional. Se hace dicha aclaración ya que el tema de investigación 

versa sobre dos ramas del derecho en específico, tanto el derecho penal como el derecho 

constitucional, y es así que, no se consideró aplicarla a todos los abogados de la ciudad de 

Ambato como se pensara en un inicio ya que el tema de investigación trata una temática 

muy particular como es el indulto presidencial, su concesión en delitos contra la 

administración pública como el delito de peculado y el principio de seguridad jurídica y 

el estudiante investigador considera que para satisfacer sus objetivos dentro de la presente 

es necesaria e imprescindible la opinión de expertos al tanto de la realidad nacional. 

Tabla 2:  Cuadro de Población 

POBLACIÓN TOTAL DE POBLACIÓN 

Juezas y jueces de la Sala de lo Penal 

de la Corte Provincial de Tungurahua 

3 

Jueces de la Unidad Penal del Cantón 

Ambato 

4 

Estudiantes de Postgrado del 

Programa de Maestría en Derecho 

Constitucional Cohorte 2018 de la 

Carrera de Derecho de la Universidad 

Técnica de Ambato 

28 

TOTAL 35 
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CAPÍTULO III 

 RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

 

3.1. Análisis y discusión de resultados 

 

Para el presente trabajo de investigación se ha utilizado a la Entrevista como instrumento 

de recolección de información, la misma que ha sido aplicada a tres señores jueces de la 

Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Tungurahua, así mismo 

se ha aplicado dicha entrevista a cuatro señores jueces de la Unidad Judicial Penal del 

Cantón Ambato, a través del respectivo trámite administrativo seguido en el Consejo de 

la Judicatura de Tungurahua y con el aval de su director el Mg. Juan René Carranza 

Martínez 



20 
 

Análisis e Interpretación de las Entrevistas aplicadas a 3 Jueces de la Sala de lo 

Penal de la Corte Provincial de Tungurahua y 4 Jueces de la Unidad Judicial Penal 

con Sede en el Cantón Ambato 

Para efectos de interpretar las entrevistas que anteriormente se encuentran transcritas y 

detalladas se ha propuesto brindar una valoración a cada una de ellas de la siguiente 

manera: 

1= Respuesta negativa, o cuya opinión difiere y plantea otra forma de interpretar la 

pregunta. 

2= Respuesta ambigua. 

3= Respuesta positiva, o cuya opinión ratifique la hipótesis planteada por el investigador. 

 Tabla 3: Pregunta N° 1 N° de Encuesta 3 2 1 

 ¿Qué es para usted el Indulto 

Presidencial? 

Entrevista N° 1    X   

Entrevista N° 2    X   

Entrevista N° 3    X   

Entrevista N° 4    X   

Entrevista N° 5    X   

Entrevista N° 6    X   

Entrevista N° 7    X   

Análisis e interpretación: Al ser una pregunta que trata únicamente de la apreciación y del 

conocimiento del entrevistado de la figura de Indulto Presidencial encontramos que todas las 

respuestas a esa interrogante se adecúan al carácter de ambigua, ya que no se afirma nada más que 

el conocimiento de dicha figura por parte de los magistrados entrevistados y es evidente que todos 

coinciden con lo que determina tanto la Constitución dentro de las atribuciones del Presidente de 

la República, así como, lo que define como tal el Código Orgánico Integral Penal. 

Elaborado por: Alex Gavilánez. 

Fuente: Entrevistas. 
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Tabla 4: Pregunta N° 2 N° de Encuesta 3 2 1 

 ¿Qué opina usted respecto de la 

normativa vigente de  Indulto 

Presidencial? 

Entrevista N° 1  X     

Entrevista N° 2    X   

Entrevista N° 3    X   

Entrevista N° 4     X  

Entrevista N° 5  X     

Entrevista N° 6     X  

Entrevista N° 7  X     

Análisis e interpretación: Se evidencia en esta pregunta que tres de los entrevistados si están al 

tanto de la normativa referente al Indulto Presidencial y comparten en que no es muy clara y más 

bien requiere un perfeccionamiento, pero en cuanto a las opiniones de dos magistrados que dicen 

no existe, más bien se refieren a que es un tema amplio que no debe estar supeditado únicamente 

a una normativa. 

Elaborado por: Alex Gavilánez. 

Fuente: Entrevistas. 
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Tabla 5: Pregunta N° 3 N° de Encuesta 3 2 1 

¿Qué opina usted de la Facultad 

discrecional del Presidente de la 

República para conceder Indulto 

Presidencial? 

Entrevista N° 1  X     

Entrevista N° 2    X   

Entrevista N° 3    X   

Entrevista N° 4     X  

Entrevista N° 5   X    

Entrevista N° 6  X     

Entrevista N° 7  X     

Análisis e interpretación: Tres de los magistrados entrevistados coinciden en que esa 

discrecionalidad del Presidente de la República, debe tener límites, cumplir requisitos y que estos 

sean verificados ya que como se afirma muchas veces se utiliza este tipo de gracia como un 

mecanismo de favoritismo, como algo más político que humanitario que es lo que debería primar 

al momento de conceder Indulto Presidencial, en tanto que, otros magistrados mantiene la tesis de 

que al ser un acto discrecional del Ejecutivo no cabe argumento que vaya más allá, una vez que se 

ha concedido este tipo de gracia. 

Elaborado por: Alex Gavilánez. 

Fuente: Entrevistas. 
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Tabla 6: Pregunta N° 4 N° de Encuesta 3 2 1 

¿Considera usted necesario la 

promulgación de una Ley de Indulto que 

regule el Indulto Presidencial teniendo 

como antecedente el posible 

cometimiento de delitos de acción 

pública tales como peculado, entre 

otros? 

Entrevista N° 1  X     

Entrevista N° 2     X  

Entrevista N° 3  X     

Entrevista N° 4     X  

Entrevista N° 5  X 
 

  

Entrevista N° 6  X     

Entrevista N° 7   X    

Análisis e interpretación: Como se evidencia cuatro de los siete magistrados entrevistados 

coinciden en la promulgación de una Ley de Indulto Presidencial que establezca requisitos 

mínimos a cumplirse y que además se incluyan temas, como conceder Indulto por temas 

humanitarios y aclarar que tipos penales se podrán beneficiar de este tipo de gracia, lo que a su 

vez no fue compartido por dos magistrados que argumentan que por ejemplo en el peculado no 

cabe Indulto ya que no prescribe la acción y otro argumento igualmente válido que analiza la 

posibilidad de no dar paso a dicha Ley por la cantidad de particularidades que tiene cada caso que 

se presenta para beneficiarse de esta gracia y que por lo mismo al pretender que dicha Ley los 

englobe a todos, el desarrollo de esta aun así no abarcaría todos los casos que se presenten. 

Elaborado por: Alex Gavilánez. 

Fuente: Entrevistas. 
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Tabla 7: Pregunta N° 5 N° de Encuesta 3 2 1 

¿Cree usted que para conceder Indulto 

Presidencial sea necesario la revisión del 

informe “no vinculante” de la Secretaría 

de Derechos Humanos por una comisión 

especial que cuente con veeduría 

ciudadana? 

Entrevista N° 1  X     

Entrevista N° 2  X     

Entrevista N° 3  X     

Entrevista N° 4    X 
 

Entrevista N° 5   
 

 X 

Entrevista N° 6  X     

Entrevista N° 7   
 

 X 

Análisis e interpretación: De acuerdo a las respuestas obtenidas de las entrevistas aplicadas los 

magistrados, cuatro de los siete magistrados entrevistados coinciden en que sea una comisión o 

colegiado especial el que revise el informe no vinculante de la Secretaría de Derechos Humanos, 

pero agregan además que dicha comisión especial sea un organismo técnico-jurídico, que cuente 

con profesionales y especialistas en temas como el derecho, la reinserción, analistas capaces de 

emitir evaluaciones que demás de ser técnicas se encaminen a defender el interés común, 

respetando los requisitos legales para conceder esa gracia a una persona privada de la libertad, lo 

mismo que es contrapuesto por dos magistrados que argumentan que a su criterio, daría el mismo 

resultado tener una comisión especial que no tenerla ya que, se transformaría en un ente político 

que bien podría ser controlado a favor de complacer intereses de terceros y se desviaría de su 

propósito original.  

Elaborado por: Alex Gavilánez. 

Fuente: Entrevistas. 
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Tabla 8: Pregunta N° 6 N° de Encuesta 3 2 1 

Para su criterio, ¿cuál es el nivel de 

afectación al principio de seguridad 

jurídica al momento de conceder 

Indulto Presidencial en casos de 

cometimiento de delitos tales como el 

peculado, entre otros? 

Entrevista N° 1  X     

Entrevista N° 2  X     

Entrevista N° 3  X     

Entrevista N° 4    X 
 

Entrevista N° 5   
 

 X 

Entrevista N° 6  X     

Entrevista N° 7   
 

 X 

Análisis e interpretación: Conforme se analiza de los cuatro magistrados que coinciden en que 

se ha afectado el principio de seguridad jurídica al concederse Indulto Presidencial en casos como 

el peculado, que expresamente está prohibido se conceda esta gracia en estos tipos de delito, se 

contrasta con las opiniones de dos magistrados que analizan esta cuestión desde un tema más de 

fondo, como es que se analice y desarrollo en qué tipos penales específicamente se puede conceder 

Indulto Presidencial o que además de aquello que se analicen los casos particulares para conceder 

este tipo de gracia; una opinión en particular se enmarca en la realidad de que sea una reforma al 

COIP para desarrollar más ampliamente el tipo penal del peculado y de los demás delitos contra 

la administración pública. 

Elaborado por: Alex Gavilánez. 

Fuente: Entrevistas. 
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Tabulación de Encuesta aplicada a Estudiantes de Postgrado del programa de 

Maestría en Derecho Constitucional Cohorte 2018 de la Carrera de Derecho de la 

Universidad Técnica de Ambato 

Pregunta N° 1.- ¿Conoce usted las formas de extinción de la pena? 

ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 23 82% 

NO 5 18% 

TOTAL 28 100% 

Tabla 9: Pregunta N° 1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación: El 82% de las personas encuestadas manifiesta que 

efectivamente conoce las formas de extinción de la pena, lo que denota de que la misma 

ha sido dirigida a profesionales del derecho que actualmente se encuentran cursando el 

Programa de Maestría en Derecho Constitucional de la Carrera de Derecho de la 

Universidad Técnica de Ambato; dejando a salvo el 18% que manifestó que no conoce las 

formas de extinción de la pena, siendo una posibilidad que no se encuentre dentro de su 

ámbito de interés o por el universo de formas de extinción de la pena.  

82%

18%

¿Conoce usted las formas de extinción de la pena?

SI NO

Figura 1: Pregunta 1 

Elaborado por: Alex Gavilánez  
Fuente: Encuesta. 
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Pregunta N° 2.- ¿Está usted de acuerdo en que sea un Reglamento expedido por el 

Presidente de la República vía Decreto Ejecutivo el que regule el Indulto Presidencial? 

ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 5 18% 

NO 23 82% 

TOTAL 28 100% 

Tabla 10: Pregunta N° 2 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación: El 82% de las personas encuestadas manifiesta que no está de 

acuerdo en que sea un Reglamento expedido por el Presidente de la República vía Decreto 

Ejecutivo el que regule el Indulto Presidencial, lo cual deriva en gran parte de que no se 

respeta el orden jerárquico de la norma establecido en la Constitución y que además no es 

posible que un Reglamento de apenas 6 artículos el que se encargue de desarrollar el 

Indulto Presidencial en el Ecuador siendo este un tema muy amplio que ni el mismo 

Código Orgánico Integral Penal ha desarrollado ampliamente; teniendo en cuenta la válida 

opinión del otro 12% de personas encuestadas que si se encuentran de acuerdo con dicho 

Reglamento. 

 Figura 2: Pregunta 2 

Elaborado por: Alex Gavilánez  
Fuente: Encuesta. 

18%

82%

¿Está usted de acuerdo en que sea un Reglamento 

expedido por el Presidente de la República vía Decreto 

Ejecutivo el que regule el Indulto Presidencial?

SI NO
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Pregunta N° 3.- ¿Está usted de acuerdo en que el Ejecutivo conceda Indulto Presidencial 

en delitos contra la administración pública como el peculado? 

ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 3 11% 

NO 25 89% 

TOTAL 28 100% 

Tabla 11: Pregunta N° 3 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación: El 89% de las personas encuestadas manifiesta que no se 

encuentra de acuerdo en que el Ejecutivo conceda Indulto Presidencial en delitos contra 

la administración pública como el peculado y en gran parte deriva de que además de ser 

profesionales del derecho las personas encuestadas, aquí vemos una forma de 

manifestación de la voluntad de los mandantes del Presidente de la República ya que ven 

menoscabado el interés nacional al concederse ese tipo de gracia en ese tipo de delitos; en 

tanto, que, se deja a salvo la opinión válida del 11% restante de las personas encuestadas 

que si se encuentran de acuerdo con que se conceda Indulto Presidencial en dichos casos. 

Figura 3: Pregunta 3 

Elaborado por: Alex Gavilánez  
Fuente: Encuesta. 

11%

89%

¿Está usted de acuerdo en que el Ejecutivo conceda 

Indulto Presidencial en delitos contra la 

administración pública como el peculado?

SI NO
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Pregunta N° 4.- ¿Considera usted necesario la promulgación de una Ley de Indulto 

Presidencial que regule el Indulto Presidencial para evitar casos en los que se conceda esta 

gracia en delitos como el peculado? 

ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 16 57% 

NO 12 43% 

TOTAL 28 100% 

Tabla 12: Pregunta N° 4 

  

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación: El 57% de los encuestados, es decir, 16 personas manifiestan 

que si considera necesario la promulgación de una Ley de Indulto Presidencial para evitar 

casos en los que se conceda esta gracia en delitos como el peculado mientras que el 43%, 

es decir, 12 personas responde que no lo considera necesario, por tanto se puede analizar 

que una Ley de Indulto Presidencial si se la considera como una posibilidad, la cual, 

tendría que someterse a un escrutinio y desarrollo más extenso al existir diversas 

opiniones. 

Figura 4: Pregunta 4 

Elaborado por: Alex Gavilánez  

Fuente: Encuesta. 

57%

43%

¿Considera usted necesario la promulgación de una 

Ley de Indulto Presidencial que regule el Indulto 

Presidencial para evitar casos en los que se conceda 

esta gracia en delitos como el peculado?

SI NO
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Pregunta N° 5.- ¿Tomando en cuenta, que para que se le conceda Indulto Presidencial a 

un PPL, de acuerdo al Reglamento vigente, este debe demostrar arrepentimiento profundo, 

¿Considera usted que sólo con el “arrepentimiento profundo” de una persona que está 

cumpliendo una sentencia condenatoria por peculado sea viable se le conceda Indulto 

Presidencial? 

ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 1 4% 

NO 27 96% 

TOTAL 28 100% 

Tabla 13: Pregunta N° 5 

  

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación: De los 28 encuestados, 27 de los mismos, es decir, casi en su 

totalidad manifiestan que no consideran que sólo con el “arrepentimiento profundo” de 

una persona que está cumpliendo una sentencia condenatoria por peculado sea viable se 

le conceda Indulto Presidencial por lo que se interpreta que la hipótesis planteada en esta 

pregunta se ha comprobado, dejando a salvo a la persona encuestada que si lo considera 

viable. 

Figura 5: Pregunta 5 

Elaborado por: Alex Gavilánez  

Fuente: Encuesta. 

4%

96%

¿Tomando en cuenta, que par que se le conceda 

Indulto Presidencial a un PPL, de acuerdo al 

Reglamento vigente, este debe demostrar 

arrepentimiento profundo, ¿Considera usted que sólo 

con el “arrepentimiento profundo” de una persona que 

está cumpliendo una

SI NO
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Pregunta N° 6.- La normativa vigente para la Concesión de Indulto Presidencial establece 

que la Secretaría de Derechos Humanos remita un informe de carácter “no vinculante”, 

¿considera usted que este informe si sea vinculante y así evitar que los funcionarios 

responsables del mismo queden impunes de toda responsabilidad sea civil o 

administrativa? 

ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 9 32% 

NO 19 68% 

TOTAL 28 100% 

Tabla 14: Pregunta N° 6 

 

  

 

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación: El 68% de los encuestados, es decir, 19 personas manifiestan 

que no consideran que el informe que emite la Secretaría de Derechos Humanos sea 

vinculante para con los funcionarios de dicha cartera de Estado, con lo cual se puede 

determinar que de acuerdo a los encuestados siga manteniendo dicho informe su carácter 

de no vinculante ya que si bien es cierto que quien lo redacta es una cartera de Estado del 

Gabinete del Ejecutivo no tienen por qué ser responsables más allá de sus funciones los 

funcionarios que lo elaboran. 

Figura 6: Pregunta 6 

Elaborado por: Alex Gavilánez  

Fuente: Encuesta. 

32%

68%

La normativa vigente para la Concesión de Indulto 

Presidencial establece que la Secretaría de Derechos 

Humanos remita un informe de carácter “no 

vinculante”, ¿considera usted que este informe si sea 

vinculante y así evitar que los funcionarios responsable

SI NO
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Pregunta N° 7.- ¿Cree usted pertinente que en los casos en los que se prohíbe conceder 

algún tipo de gracia como en los delitos contra la administración pública, estas peticiones 

sean conocidas por un tercer órgano como el Consejo de Participación Ciudadana y 

Control Social? 

ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE 

SI 8 29% 

NO 20 71% 

TOTAL 28 100% 

Tabla 15: Pregunta N° 7 

 

  

 

 

 

 

 

Análisis e interpretación: El 71% de las personas encuestadas, es decir, 20 de las mismas 

manifestaron que, no consideran pertinente que un tercer órgano como el Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social conozca las peticiones de Indulto Presidencial, 

sea porque este órgano no cuenta con profesionales preparados en derecho o porque esto 

alargaría de manera considerable el tiempo de espera de dichas peticiones; dejando a salvo 

a las personas que si consideran pertinente la hipótesis planteada. 

Figura 7: Pregunta 7 

Elaborado por: Alex Gavilánez  

Fuente: Encuesta. 

29%

71%

¿Cree usted pertinente que en los casos en los que se 

prohíbe conceder algún tipo de gracia como en los 

delitos contra la administración pública, estas 

peticiones sean conocidas por un tercer órgano como el 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Soc

SI NO
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3.2. Verificación de la Hipótesis 

 

La hipótesis que se plantea en la presente investigación es la siguiente: 

El indulto presidencial en los delitos contra la administración pública incide en el principio 

de seguridad jurídica. 

La hipótesis planteada en el presente trabajo de investigación se ha comprobado, ya que 

como se detalla en páginas anteriores, existe un Reglamento para la Concesión de Indulto, 

Conmutación o Rebaja de Penas expedido en Quito el 29 de septiembre del 2014 que 

pretende regular el tema de Indulto Presidencial en nuestra legislación ya que el Código 

Orgánico Integral Penal que entró en vigencia en febrero del año 2014 deroga tácitamente 

a la anterior Ley de Indulto con lo cual se deja sin fondo a la Concesión de Indulto 

Presidencial, que únicamente se queda desarrollada en escasas líneas en los artículos 72 y 

73 del COIP como una de las formas de extinción de la pena y en el artículo 74 ibídem, 

pero no desarrolla y más bien deja a libre disposición de los usuarios de esta gracia y de 

los funcionarios encargados de tramitar la misma, y además del Presidente de la República 

su aplicación, lo que deja en total inseguridad jurídica a las personas que pretendan 

beneficiarse de dicha gracia que otorga el Presidente, y más bien mal utilizando este tipo 

de beneficio para personas privadas de la libertad, se han concedido Indultos 

Presidenciales a personas privadas de la libertad que han cometido delitos como el 

peculado, un delito que afecta gravemente el interés público, el cual debe ser defendido 

por el Ejecutivo primer mandatario, todo aquello tomado de la investigación bibliográfica 

que se complementa y ratifica la hipótesis positiva con lo mencionado por los magistrados 

entrevistados al momento de preguntarles acerca de la necesidad de una Ley de Indulto 

que regule dicho tema ya que se refleja en sus respuestas que con los antecedentes 

propuestos por los mismos como la mal utilización de esta figura, el nivel político que 

conlleva el mismo y el beneficio o afectación a la ciudadanía denotan la necesidad de una 

Ley de Indulto en el Ecuador. Además, se puede comprobar en las entrevistas aplicadas 

que la facultad discrecional que tiene el Presidente de la República de conceder indulto en 

opinión de los expertos es que debe ser limitada y regulada para que a la misma se le 

establezcan requisitos mínimos y evitar trasgredir el principio de seguridad jurídica que 
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se cómo lo mencionan los encuestados en un 82% al no estar de acuerdo en que un 

Reglamento emitido por el Ejecutivo regule el Indulto Presidencial, ya que si bien es cierto 

que el COIP lo enuncia, lo correcto es que sea el órgano legislativo el que expida una ley 

especial que trate el Indulto Presidencial en el Ecuador y armonizar así con el principio 

de seguridad jurídica. Se comprueba además la hipótesis ya que el Reglamento para la 

Concesión de Indulto, Conmutación o Rebaja de Penas vigente es carente de fondo y 

forma ya que como lo afirman el 96% de los encuestados no puede ser el arrepentimiento 

profundo de una persona privada de libertad un factor indispensable para que se le conceda 

indulto presidencial ya que es un tema muy subjetivo que debería más encontrarse 

desarrollado en un cuerpo normativo que lo empareje con el sistema de rehabilitación con 

el que se demostraría dicho arrepentimiento, lo cual solamente plasmado en una carta no 

puede ser suficiente para que el indulto presidencial le beneficie a una persona privada de 

la libertad. Por lo antes expuesto, se desecha la hipótesis negativa ya que se ha demostrado 

que el indulto presidencial en delitos contra la administración pública si incide en el 

principio de seguridad jurídica 
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CAPÍTULO IV 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

4.1. Conclusiones 

 

• Una vez que se ha investigado el Indulto Presidencial en delitos contra la 

administración pública como el caso Cofiec y sus efectos dentro del ordenamiento 

jurídico interno además de otros casos similares, se concluye que ha existido una 

vulneración al principio de seguridad jurídica, establecido en el artículo 82 de la 

Constitución de la República, por no advertirse de la existencia de una norma clara, 

previa y vigente que regule efectivamente la concesión de Indulto Presidencial en 

el Ecuador, dejando en total inseguridad jurídica a los posibles beneficiarios de la 

misma ya que no se observan dentro del mismo parámetros, como los humanitarios 

y tampoco se puede afirmar a través de un Decreto Ejecutivo normativo se 

pretenda regular dicha noble y amplia institución de Indulto. 

• Se ha estudiado de manera bibliográfica y se ha determinado  que la figura de 

Indulto Presidencial en la región no se utiliza de manera eficaz, tomando en cuenta 

los derechos humanos y casos humanitarios de los posibles beneficiarios, y además 

de legislar dicho tema en beneficio de la sociedad, se concluye que su beneficio es 

muy alto para la sociedad en general y más para personas privadas de libertad que 

reúnen requisitos o se encuentran en condiciones las cuales ameritan que recuperar 

su libertad sea inmediata, sin delaciones. 

• Si bien es cierto que existe un Reglamento para la Concesión de Indulto, 

Conmutación o Rebaja de Penas que desarrolla lo contenido en el artículo 74 del 

COIP, que establece el procedimiento a seguirse para la concesión de Indulto 

Presidencial, no es menos cierto que hace falta claramente trabajar más 

detalladamente en el tema de Concesión de Indulto Presidencial en el Ecuador por 

la seriedad y efectos que tiene en la sociedad, además de que en delitos 
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• contra la administración pública los intereses que se están poniendo en 

desmerecimiento son los intereses públicos al traicionarse la confianza de los 

ciudadanos utilizando erróneamente este tipo de gracia para las personas que han 

cometido dichos delitos. 

•  La discrecionalidad del Indulto Presidencial no puede ser un escudo bajo el cual 

este acto administrativo por parte del Ejecutivo y sus efectos queden sin resarcir 

los daños que puedan ocasionar o seguir ocasionando al interés público, porque 

además de que sea necesaria la promulgación de una Ley de Indulto Presidencial 

que englobe y contenga los requisitos mínimos, los casos en los que se debe 

conceder esta gracia y las particularidades de los mismo, es necesaria la 

colaboración y el compromiso del Ejecutivo y de la Asamblea Nacional para que 

sea justa su aplicación y para que el esfuerzo que se obtiene de mover recursos 

tanto humanos como económicos dentro de la Función Judicial resulte en beneficio 

de la sociedad que confía en que al momento de traicionarse la confianza de la 

misma sea el Estado el encargado de sancionar a quienes lo hicieron. 

4.2 Recomendaciones 

 

• Es necesario desarrollar el tema del Indulto Presidencial tanto dentro de la 

legislación ecuatoriana a través de una Ley de Indulto que establezca sus requisitos 

y su incidencia en la sociedad, así como en la academia ya que el tema del indulto 

presidencial si bien es cierto se encuentra inmerso en las formas de extinción de la 

pena y la historia lo menciona como una gracia a la cual han accedido personajes 

importantes como en las Corte de España, su perfeccionamiento requiere de una 

ampliación científica responsable. 

• El beneficiario de  indulto debe reunir requisitos mínimos que es correcto pero 

deben los entes estatales como las carteras de estado a cargo de velar por personas 

que padecen enfermedades catastróficas o terminales o los grupos de atención 

prioritaria acusar el accionar y consecuencias de mantener a esas personas 

cumpliendo penas privativas de libertad en condiciones no aptas y manifestarse 
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para que no sea únicamente un Decreto Ejecutivo el que regule el goce de indulto 

sino que sea una ley especial que ampare cada caso. 

• En un estado de derechos debe existir mayor compromiso de sus mandatarios y 

funcionarios a cargo de mantener el orden y la paz social, el Estado debe procurar 

mejorar su Sistema Carcelario, desarrollar más a fondo los delitos contra la 

administración pública ya que contiene varias aristas y puntos de acción que hacen 

que nuestra realidad nacional y nuestros operadores de justicia tengan que 

englobar, por ejemplo, el delito de peculado en una misma pena para todos los 

niveles de este delito que como se ha analizado a nivel regional, este tema es muy 

diverso, y tratarlo con mayor delicadeza a través de los cuerpos normativos que lo 

desarrollan tomando en cuenta la seriedad de afectar y traicionar el interés 

colectivo, como con la corrupción; pero es por esto mismo, necesario desarrollarlo 

para capacitar a nuestro sistema judicial y poder identificar y juzgar con 

efectividad este tipo de delitos. 

• Concientizar a la población de la gravedad que tienen los delitos contra la 

administración pública, ya que esta misma población no se siente identificada con  

aquellas afectaciones que sufre la administración pública, la ven como una 

empresa distinta, extraña, desconfían de ella y prefieren mirar hacia otro lado sin 

reaccionar o por lo menos exigir acción pronta y eficaz de la misma administración 

pública, que poco o nada ha hecho para recuperar en algo o en parte los desfalcos 

y agravios sufridos durante años. 
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Considerando: 

 

Que el artículo 75 de la Constitución de la República establece que toda persona tiene 

derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus 

derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; 

 

Que el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador, preceptúa que, entre 

otros grupos, las personas privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades 

catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención prioritaria y especializada en los 

ámbitos público y privado. Además, que el Estado prestará especial protección a las 

personas en condición de doble vulnerabilidad; 

 

Que el artículo 201, inciso primero de la Constitución de la República del Ecuador, señala 

que el fin del sistema de rehabilitación social es la rehabilitación integral de las personas 

sentenciadas penalmente para reinsertarlas en la sociedad, así como la protección de las 

personas privadas de libertad y la garantía de sus derechos; 

 

Que mediante Decreto No. 1440 de 23 de mayo de 2017 se ha concedido el indulto 

presidencial a personas que han cometido delitos menores, muías del narcotráfico y 

personas con enfermedad catastrófica en etapa terminal; 

 

Que la disposición final del Decreto No. 1440 encarga al Ministerio de Justicia, Derechos 

Humanos y Cultos la ejecución de dicho indulto; 

 

En ejercicio de las atribuciones que le confieren el número 1 del artículo 154, el artículo 

226 de la Constitución de la República del Ecuador; y, el artículo 17 del Estatuto del 

Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva; 

 

Acuerda: 

 

Expedir el siguiente INSTRUCTIVO PARA LA EJECUCIÓN DEL INDULTO 

PRESIDENCIAL CONCEDIDO MEDIANTE DECRETO No. 1440 DE 23 DE 

MAYO DEL 2017 

 

Artículo 1.- Objeto: El presente instructivo tiene por objeto establecer directrices, a nivel 

nacional, para la implementación del expediente y ejecución del Decreto No. 1440 de 23 

de mayo del 2017, por parte de los operadores de justicia y servidores del sistema de 

nacional de rehabilitación social. 

 

Artículo 2.- Documentación: La documentación que se deberá acompañar para la 

implementación del expediente de indulto presidencial será: 

 

1. Copia certificada de la sentencia a fin de establecer el delito por el cual fue sentenciado 

y no contravenir el numeral 6 del artículo 5 del Decreto en mención, con la debida razón 

de ejecutoria sentada por la secretaria o actuario judicial correspondiente. La sentencia 

deberá estar ejecutoriada hasta el 23 de mayo del 2017, por lo que se deberá adjuntar 
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copias certificadas de la razón de ejecutoría. Por motivos excepcionales se podrá suplir 

las copias de la sentencia con la razón de su ejecutoria, con la verificación del Sistema de 

Consulta de Causas del Consejo de la Judicatura (SATJE), imprimiendo el o los reportes 

del proceso judicial de la persona sentenciada y dejando constancia en el informe jurídico 

emitido en el Centro de Rehabilitación Social. 

 

2. Para la aplicación del artículo 3 se deberá adjuntar los informes médicos en originales, 

donde se encuentre detallado de forma minuciosa si la enfermedad catastrófica de la 

persona privada de libertad por la que solicita Indulto Presidencial se encuentra en etapa 

terminal. Los informes médicos deberán ser elaborados por dos profesionales especialistas 

del Ministerio de Salud Pública o del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social en el área 

que se desea justificar dicha enfermedad. 

 

3. Para la aplicación del numeral 4 del artículo 5 del presente Decreto, el Centro de 

Rehabilitación Social remitirá el informe jurídico, donde indique si el posible beneficiario 

no recibió sentencia condenatoria declarando su culpabilidad anteriormente por el mismo 

delito. 

 

4. El Centro de Rehabilitación Social deberá adjuntar el certificado de permanencia de la 

persona privada de libertad, contabilizando todo el tiempo que efectivamente hubiere 

permanecido detenido en cualquier Centro del Sistema Nacional de Rehabilitación Social. 

 

5. Certificado de conducta del posible beneficiario emitido por el centro de Rehabilitación 

Social, indicando el comportamiento que hubiere tenido durante su permanencia dentro 

del centro y de no haber sido sancionado por faltas disciplinarias dentro de los últimos 

seis meses. 

 

Artículo 3.- Pena máxima de cinco años: Se entenderá que el requisito establecido en el 

número 1 de los artículos 1 y 2, referente a la pena máxima de cinco (5) años, es aquella 

establecida en el Código Orgánico Integral Penal para el tipo penal por el cual fue 

sentenciada la persona, independientemente de la pena que conste en la sentencia. 

 

Para los casos en que los jueces hayan acumulado las penas, en atención al precedente 12-

2015 de la Corte Nacional de Justicia, se tomará en cuenta que la pena establecida en el 

artículo 220, número 1, letras a) y b), no supere el máximo fijado en el tipo penal, por 

ende las personas sentenciadas en dichos casos pueden beneficiarse del indulto, aunque la 

pena impuesta en sentencia supere los cinco años. 

 

Artículo 4.- Delitos susceptibles de indulto según cada caso: En ninguno de los casos 

podrá concederse el indulto a aquellas personas sentenciadas por los delitos establecidos 

en el número 6 del artículo 5 del Decreto. 

 

Se entenderá que el artículo 2 del Decreto, se refiere a todas las personas sentenciadas por 

el delito de tráfico ilícito de substancias estupefacientes y psicotrópicas sujetas a 

fiscalización, que hayan adecuado su conducta a cualquiera de los verbos rectores 

determinados en el artículo 220, número 1 del Código Orgánico Integral Penal, siempre 
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que se haya cometido el delito en puertos, aeropuertos o puntos de frontera y que la 

persona sentenciada esté considerada como mula del narcotráfico. 

 

Se debe entender como muías a las personas a las que dentro de su equipaje o en sus 

pertenencias se encontró alguna substancia sujeta a fiscalización en puertos, aeropuertos 

o puntos de frontera. 

 

Artículo 5.- Cumplimiento de al menos el 30% de la pena: En el caso del artículo 1, el 

cumplimiento de, al menos el treinta por ciento (30%) de la pena deberá haberse dado 

hasta el 23 de mayo del 2017, fecha de suscripción del Decreto. 

 

En el caso del artículo 2, la persona privada de libertad podrá solicitar el indulto en 

cualquier tiempo, siempre que cumpla al menos el treinta por ciento (30%) de la pena 

impuesta, aún después de la suscripción del Decreto, siempre y cuando hasta la fecha de 

su expedición (23 de mayo del 2017) se haya ejecutoriado la sentencia. 

 

Artículo 6.- Orden de libertad: El juez de garantías penitenciarias en cumplimiento a lo 

dispuesto en el artículo 230 numeral 6 del Código Orgánico Integral Penal, controlará y 

ejecutará el proceso de indulto presidencial. En el caso de las personas privadas de libertad 

que por otorgarse el indulto presidencial, su pena haya sido perdonada por encontrarse 

inmersa en los artículos 2 y 3 del referido decreto, el juez deberá girar la correspondiente 

boleta de excarcelación. 

 

En los casos de reducción de la pena de 360 días el Juez de garantías penitenciarias 

realizará el cómputo de la pena y ejecutará la rebaja, estableciendo el tiempo 

efectivamente cumplido y el que faltara por cumplir. 

 

Artículo 7.- Remisión de Expediente: Los directores de los centros de rehabilitación 

social del país remitirán los expedientes de indulto presidencial, previa revisión 

pormenorizada del cumplimiento de requisitos. El incumplimiento de lo mencionado 

tendrá responsabilidad administrativa, civil y/o penal. 

 

Artículo 8.- Informe de cumplimiento de requisitos: La Comisión de Beneficios 

Penitenciarios, Indultos y Repatriaciones, emitirá el informe de cumplimiento de 

requisitos del Decreto 1440. 

 

Artículo 9.- Envío del Expediente: La Comisión de Beneficios Penitenciarios, Indultos 

y Repatriaciones, remitirá el expediente a los centros de privación de libertad para su 

registro y posterior conocimiento del juez de garantías penitenciarias. 

Disposición Final.- El presente instructivo entrará en vigencia inmediatamente, sin 

perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 

 

Comuníquese y Publíquese.- 

 

Dado en el Distrito Metropolitano de Quito, a 09 de junio de 2017. 
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f.) Rosana Alvarado Carrión, Ministra de Justicia, Derechos Humanos y Cultos. 

 

MINISTERIO DE JUSTICIA, DERECHOS HUMANOS Y CULTOS.- Certifico que 

la(s) foja(s) 1 - 3 es(son) fiel copia(s) del original del documento que reposa en los 

archivos de la Dirección de Secretaría General. -Fecha: 13 de junio de 2017. - f) Dra. Pao 

la Carrera Izurieta, Directora de Secretaría General, Ministerio de Justicia, Derechos 

Humanos y Cultos. 
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UNIVERSIDAD TÉCNICA DE AMBATO 

FACULTAD DE JURISPRUDENCIA Y CIENCIAS SOCIALES 

CARRERA DE DERECHO 

Objetivo. – Recopilar información sobre el indulto presidencial en los delitos contra la 

administración pública y el principio de seguridad jurídica.  

Dirigido a.- Estudiantes de Postgrado del Programa de Maestría en Derecho Constitucional 

Cohorte 2018 de la Carrera de Derecho de la Universidad Técnica de Ambato. 

Instrucciones: 

La encuesta es anónima. 

Lea detenidamente cada pregunta. 

Encierre en un círculo la respuesta que crea conveniente. 

1.- ¿Conoce usted las formas de extinción de la pena? 

SI  NO 

2.- ¿Está usted de acuerdo en que sea un Reglamento expedido por el Presidente de la 

República vía Decreto Ejecutivo el que regule el Indulto Presidencial? 

SI  NO 

3.- ¿Está usted de acuerdo en que el Ejecutivo conceda Indulto Presidencial en delitos contra 

la administración pública como el peculado? 

SI  NO 

4.- ¿Considera usted necesario la promulgación de una Ley de Indulto Presidencial o que 

regule el Indulto Presidencial para evitar casos en los que se conceda esta gracia en delitos 

como el peculado? 

SI  NO 

5.- Tomando en cuenta que para que se le conceda Indulto Presidencial a un PPL, de acuerdo 

al Reglamento vigente, este debe demostrar arrepentimiento profundo, ¿Considera usted 

que sólo con el “arrepentimiento profundo” de una persona que está cumpliendo una 

sentencia condenatoria por peculado sea viable se le conceda Indulto Presidencial? 

SI  NO 

6.- La normativa vigente para la Concesión de Indulto presidencial establece que la 

Secretaria de Derechos Humanos remita un informe de carácter “no vinculante”, ¿considera 

usted que este informe si sea vinculante y así evitar que los funcionarios responsables del 

mismo queden impunes de toda responsabilidad sea civil o administrativa? 

SI  NO 

7.- ¿Cree usted pertinente que en los casos en los que se prohíbe conceder algún tipo de 

gracia como en delitos contra la administración pública, estas peticiones sean conocidas por 

un tercer órgano como el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social o similares? 

SI  NO 

 

Gracias por su colaboración. 
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CUESTIONARIO 

Objetivo. – Recopilar información sobre el indulto presidencial en los delitos contra la 

administración pública y el principio de seguridad jurídica  

Dirigido a.- Juezas y jueces de la Unidad Judicial Penal con Sede en el Cantón Ambato; 

Señores Jueces de la Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Tungurahua. 

1.- ¿Qué es para usted el Indulto Presidencial? 

2.- ¿Qué opina usted respecto de la normativa vigente de Indulto Presidencial?   

3.- ¿Qué opina usted de la facultad discrecional del Presidente de la República para 

conceder Indulto Presidencial? 

4.- ¿Considera usted necesario la promulgación de una Ley de Indulto que regule el 

Indulto Presidencial teniendo como antecedente el posible cometimiento de delitos 

de acción pública tales como peculado, entre otros?  

5.- ¿Cree usted que para conceder Indulto Presidencial sea necesario la revisión del 

informe “no vinculante” del Ministerio de Justicia, derechos humanos y Cultos por 

una comisión especial que cuente con una veeduría ciudadana? 

6.- Para su criterio, ¿cuál es el nivel de afectación al principio de seguridad jurídica 

al momento de conceder Indulto Presidencial en casos de cometimiento de delitos 

tales como el peculado, entre otros? 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



63 
 

 

 



64 
 

 

 



65 
 

 

 



66 
 

Entrevista N°1 

Entrevistador: Alex Gavilánez. 

Estudiante investigador. 

 

Entrevistada: Dra. Janeth Lozada. 

Jueza de la Sala Especializada de lo Penal 

de la Corte Provincial de Tungurahua. 

Pregunta 1: ¿Qué es para usted el 

Indulto Presidencial? 

Es una figura especialísima establecida en 

nuestra normativa que tiene el propósito de 

que el Presidente como máxima autoridad 

del Estado, en casos excepcionales y 

aceptando sentencias condenatorias dar la 

libertad a algunas personas; esto es, la 

sentencia condenatoria va a seguir vigente 

pero es una especie de perdón a la pena. 

Pregunta 2: ¿Qué opina usted respecto 

de la normativa vigente de  Indulto 

Presidencial? 

No existen parámetros claros a los cuales 

seguir, de alguna manera, sigue la 

tendencia de que es una potestad plena y 

discrecional del Presidente. El problema 

no es una falta de normativa, sino que de 

pasar a ser un trámite excepcional ha 

pasado a ser más bien una práctica más o 

menos cotidiana, y se ejerce más bien por 

cuestiones políticas, lo que no puede ser 

aceptado en un Estado de derechos. 

3.- ¿Qué opina usted de la Facultad 

discrecional del Presidente de la 

República para conceder Indulto 

Presidencial? 

En la figura misma del Indulto está esa 

potestad, pero, no puede ser una potestad 

sin límites, siempre debe ser reglada; la 

potestad debería ser tomar la decisión, 

pero previo requisitos de ley que no 

permita que se llegue a burlar  la majestad 

de la justicia. 
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4.- ¿Considera usted necesario la 

promulgación de una Ley de Indulto 

que regule el Indulto Presidencial 

teniendo como antecedente el posible 

cometimiento de delitos de acción 

pública tales como peculado, entre 

otros? 

Si, completamente de acuerdo, debe haber 

una norma que regule y que pida informes 

previos a la libre discrecionalidad del 

Presidente. 

5.- ¿Cree usted que para conceder 

Indulto Presidencial sea necesario la 

revisión del informe “no vinculante” de 

la Secretaría de Derechos Humanos por 

una comisión especial que cuente con 

veeduría ciudadana? 

La forma en que se integre debe ser tal que 

esté  alejada de cualquier otro órgano que 

tenga intromisión política para la toma de 

decisiones, es decir por órganos técnico-

jurídicos que establezcan casos 

especialísimos en los cuales es necesario la 

adopción de la medida; sería la única 

forma en que nos alejemos de la 

posibilidad de intromisión política. 

6.- Para su criterio, ¿cuál es el nivel de 

afectación al principio de seguridad 

jurídica al momento de conceder 

Indulto Presidencial en casos de 

cometimiento de delitos tales como el 

peculado, entre otros? 

La inseguridad jurídica es evidente cuando 

se dicta una sentencia condenatoria, y ante 

la expectativa de las víctimas de que estas 

personas vayan a ser privadas de la 

libertad son al contrario, puestas en 

libertad y salen en calidad de “héroes “ 

aclamados por grupos minoritarios que los 

apoyan, es una burla total. 
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Entrevista N°2 

Entrevistador: Alex Gavilánez. 

Estudiante investigador. 

 

Entrevistado: Dr. Marco Noriega. 

Juez de la Sala Especializada de lo Penal 

de la Corte Provincial de Tungurahua. 

Pregunta 1: ¿Qué es para usted el 

Indulto Presidencial? 

Es una atribución constitucional que tiene 

el Presidente de la República en dónde el 

COIP le a ciertas características, o 

requisitos que debe presentar la persona 

sentenciada a cumplir una pena privativa 

de libertad o de cualquier especie cuando 

observe buena conducta posterior; eso se 

debería tomar en cuenta en uno de los 

requisitos que tendría el informe que 

debería presentarse para constate el 

Presidente. Es uno de los beneficios que 

podría tener cualquier ciudadano. 

Pregunta 2: ¿Qué opina usted respecto 

de la normativa vigente de  Indulto 

Presidencial? 

Bien, siempre y cuando se dé 

cumplimiento a las reglas establecidas en 

el artículo 74 del COIP, en todos los casos 

en los que se permita visibilizar buena 

conducta de la persona sentenciada y que 

se encuentre privada de la libertad, 

entonces, no cabe para todos, es 

únicamente para la persona que está 

privada de la libertad y tiene que haber un 

informe del centro en donde se encuentran 

privadas de la libertad. 

3.- ¿Qué opina usted de la facultad 

discrecional del Presidente de la 

Efectivamente este es un tema en el cual se 

pone en contradicho a la resolución que 

uno de los Tribunales de Justicia o Jueces 
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República para conceder Indulto 

Presidencial? 

de la materia haya dado en pleno 

conocimiento de la causa en donde se han 

observado los principios generales del 

proceso o sistema penal adversarial en que 

se presentan las pruebas y se las evalúan, y 

también se resuelve, en tanto que el 

Presidente de la República, 

discrecionalmente sin analizar el contexto 

de la Teoría del Caso que ha propuesto 

Fiscalía como acusador y en otros cuando 

existe acusación particular o querella no 

hace ese análisis, simplemente ve que el 

ciudadano presenta buena conducta, 

entonces todos debemos entender que 

somos personas que gozamos de buena 

conducta, de honorabilidad, eso por el 

principio mismo de inocencia, entonces si 

el Presidente concede Indulto sin tener una 

información cabal del caso propuesto en la 

Función Judicial, no podemos decir que 

sería una facultad que debería tomarla de 

esa manera, de buenas a primeras, sino, 

previo a una análisis profundo del caso. 

4.- ¿Considera usted necesario la 

promulgación de una Ley de Indulto 

que regule el Indulto Presidencial 

teniendo como antecedente el posible 

cometimiento de delitos de acción 

pública tales como peculado, entre 

otros? 

En los delitos donde no se admite 

prescripción no se puede considerar el 

Indulto. 
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5.- ¿Cree usted que para conceder 

Indulto Presidencial sea necesario la 

revisión del informe “no vinculante” de 

la Secretaría de Derechos Humanos por 

una comisión especial que cuente con 

veeduría ciudadana? 

Podría ser, pero, una veeduría ciudadana 

que tenga conocimiento, porque, caso 

contrario lo mismo daría de que no se 

presente ni siquiera el informe, porque las 

personas que formen parte de esta 

veeduría, deben tener conocimiento de las 

normas constitucionales, legales, y sobre 

el procedimiento que ha tenido el caso 

concreto del que la persona va a ser 

beneficiada. 

6.- Para su criterio, ¿cuál es el nivel de 

afectación al principio de seguridad 

jurídica al momento de conceder 

Indulto Presidencial en casos de 

cometimiento de delitos tales como el 

peculado, entre otros? 

El artículo 73 del COIP claramente define 

que no se podrá conceder Indulto en 

delitos contra la administración pública, 

entonces aquí, encontramos la prohibición 

tácita, y si se va contra esta norma expresa, 

estaría violado esta disposición, 

consecuentemente debería acarrear las 

consecuencias de responsabilidad sean 

estas de tipo civiles, penales o 

administrativas que se consideren. 
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Entrevista N° 3 

Entrevistador: Alex Gavilánez. 

Estudiante investigador. 

 

Entrevistado: Dr. Raúl Montero. 

Juez de la Sala Especializada de lo Penal 

de la Corte Provincial de Tungurahua. 

Pregunta 1: ¿Qué es para usted el 

Indulto Presidencial? 

Es una especie de perdón que otorga el 

Presidente de la República a un 

sentenciado, pero no desaparece la acción 

ni el proceso. 

Pregunta 2: ¿Qué opina usted respecto 

de la normativa vigente de  Indulto 

Presidencial? 

No ha habido cuestionamientos a los 

fundamentos del Indulto Presidencial, 

porque políticamente existen cuestiones de 

esa índole, pero una propuesta en sentido 

jurídico no e ha propuesto, ni se ha 

escuchado. 

3.- ¿Qué opina usted de la Facultad 

discrecional del Presidente de la 

República para conceder Indulto 

Presidencial? 

Es parte de las facultades exclusivas del 

Presidente de la República, por ende el 

está facultado para ello, pero su decisión 

puede no reunir los requisitos y 

condiciones que debe existir para ello. 

4.- ¿Considera usted necesario la 

promulgación de una Ley de Indulto 

que regule el Indulto Presidencial 

teniendo como antecedente el posible 

cometimiento de delitos de acción 

pública tales como peculado, entre 

otros? 

Totalmente de acuerdo por lo antes 

mencionado. 

5.- ¿Cree usted que para conceder 

Indulto Presidencial sea necesario la 

revisión del informe “no vinculante” de 

la Secretaría de Derechos Humanos por 

Si, porque se han gastado recursos de todo 

orden para enjuiciar y llevar adelante el 

respectivo proceso, para que una persona 
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una comisión especial que cuente con 

veeduría ciudadana? 

sea sujeto de Indulto Presidencial y sea 

beneficiada. 

6.- Para su criterio, ¿cuál es el nivel de 

afectación al principio de seguridad 

jurídica al momento de conceder 

Indulto Presidencial en casos de 

cometimiento de delitos tales como el 

peculado, entre otros? 

Conforme lo establece el artículo 82 de la 

Constitución, si no se respeta la misma 

Constitución y las normas previas 

efectivamente se está incurriendo en 

inseguridad jurídica, esto casusa a su vez 

desconfianza a nivel nacional e 

internacional, al respecto se propondría 

como solución el condicionamiento del 

Indulto Presidencial para que la Asamblea 

Nacional limite esta facultad exclusiva del 

Presidente de la República. 
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Entrevista N°4 

Entrevistador: Alex Gavilánez. 

Estudiante investigador. 

 

Entrevistado: Dr. Leonardo Gamboa. 

Jueza de la Unidad Judicial Penal con sede 

en el Cantón Ambato. 

Pregunta 1: ¿Qué es para usted el 

Indulto Presidencial? 

Es una facultad que el COIP le otorga al 

Presidente de la República para, 

podríamos llamarlo, revocar una sentencia 

dictada por los jueces o las órdenes de los 

mismos. 

Pregunta 2: ¿Qué opina usted respecto 

de la normativa vigente de  Indulto 

Presidencial? 

De momento no tenemos normativa 

relativa, no se está normado cuando debe 

concederse el Indulto, no está limitada, por 

ejemplo el ex presidente Rodrigo Borja 

indulto a todas las personas involucradas 

en el secuestro de León Febres Cordero, es 

decir, no establece límites claros, más bien 

debería recopilar por ejemplo, el Indulto 

Presidencial a los enfermos terminales 

como un caso humanitario. 

3.- ¿Qué opina usted de la Facultad 

discrecional del Presidente de la 

República para conceder Indulto 

Presidencial? 

El Presidente al momento de conceder el 

Indulto analizará el caso más humanitario 

porque, estamos hablando de casos en los 

que las personas se encuentran 

cumpliendo una sentencia condenatoria, 

porque mucha gente pide el Indulto pero se 

confunden los casos en los que se debería 

conceder esa gracia. 

4.- ¿Considera usted necesario la 

promulgación de una Ley de Indulto 

que regule el Indulto Presidencial 

No considero, es una facultad libre que 

tiene el Presidente de la República y no 

debe ser reglamentada, nosotros, los 
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teniendo como antecedente el posible 

cometimiento de delitos de acción 

pública tales como peculado, entre 

otros? 

jueces, ya estamos enmarcados dentro de 

la realidad, tenemos un marco legal del 

que no podemos rebasar ya que se 

deberían analizar todos los casos que 

encierran cada uno particularidades que en 

cantidad sobrepasarían los requisitos que 

se deberían establecer para conceder el 

Indulto Presidencial.  

5.- ¿Cree usted que para conceder 

Indulto Presidencial sea necesario la 

revisión del informe “no vinculante” de 

la Secretaría de Derechos Humanos por 

una comisión especial que cuente con 

veeduría ciudadana? 

Generalmente los casos de Indulto se 

revisan, entonces todos somos veedores 

como mandantes del Presidente de la 

República. 

6.- Para su criterio, ¿cuál es el nivel de 

afectación al principio de seguridad 

jurídica al momento de conceder 

Indulto Presidencial en casos de 

cometimiento de delitos tales como el 

peculado, entre otros? 

Yo, considero que el Indulto Presidencial 

debe ser concedido más por acto 

humanitario que por razones políticas, o 

favoritismos. 
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Entrevista N°5 

Entrevistador: Alex Gavilánez. 

Estudiante investigador. 

 

Entrevistado: Dr. Víctor Pérez. 

Juez de la Unidad Judicial Penal con sede 

en el Cantón Ambato. 

Pregunta 1: ¿Qué es para usted el 

Indulto Presidencial? 

Es una facultad que tiene el Presidente de 

la República de condonar o perdonar una 

pena. 

Pregunta 2: ¿Qué opina usted respecto 

de la normativa vigente de  Indulto 

Presidencial? 

No es muy clara y existen vacíos, no es 

específica al determinar en cuáles delitos 

se va a conceder el Indulto Presidencial. 

3.- ¿Qué opina usted de la Facultad 

discrecional del Presidente de la 

República para conceder Indulto 

Presidencial? 

Es una facultad legalmente establecida ya 

que está determinada en una Ley 

debidamente aprobada. 

4.- ¿Considera usted necesario la 

promulgación de una Ley de Indulto 

que regule el Indulto Presidencial 

teniendo como antecedente el posible 

cometimiento de delitos de acción 

pública tales como peculado, entre 

otros? 

Sí, porque habría que normar y especificar 

los delitos susceptibles de este tipo de 

perdón de la pena ya que no todos deben 

estar incluidos, debe ser más específico en 

cuanto a qué tipos penales deben ser 

tomados en cuenta para conceder Indulto 

Presidencial.  

5.- ¿Cree usted que para conceder 

Indulto Presidencial sea necesario la 

revisión del informe “no vinculante” de 

la Secretaría de Derechos Humanos por 

una comisión especial que cuente con 

veeduría ciudadana? 

No, sería más engorroso este tema; se 

atentaría contra la rapidez en la concesión 

del Indulto. 

6.- Para su criterio, ¿cuál es el nivel de 

afectación al principio de seguridad 

Pienso que antes de hablar de una 

afectación a la seguridad jurídica se 
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jurídica al momento de conceder 

Indulto Presidencial en casos de 

cometimiento de delitos tales como el 

peculado, entre otros? 

debería establecer primero una reforma al 

COIP en cuanto a los delitos como el 

peculado o similares puesto que no esta 

bien delimitado ya que por ejemplo ha 

llegado a mi conocimiento procesos por 

peculado en los cuales los montos 

desviados no llegan ni a la mitad de un 

SBU, tampoco en el mismo COIP se 

analiza muy bien la reparación integral en 

este tipo de procesos, más bien Fiscalía y 

Contraloría deberían realizar una 

conciliación sobre el tema; afecta además 

el funcionamiento de la justicia porque es 

un  proceso muy degradante para las 

personas implicadas y por montos ínfimos, 

más bien el Estado debería determinar en 

base a un estudio las clases de peculado y 

los montos porque muchas de las veces 

son simples errores de contabilidad que 

pueden ser muy bien subsanados por parte 

de los entes de control sin la necesidad de 

iniciar un trámite de tipo penal. 
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Entrevista N°6 

Entrevistador: Alex Gavilánez. 

Estudiante investigador. 

 

Entrevistado: Dr. Patricio García. 

Juez de la Unidad Judicial Penal con sede 

en el Cantón Ambato. 

Pregunta 1: ¿Qué es para usted el 

Indulto Presidencial? 

Es una figura jurídica creada en inicio, 

como una forma de perdón que puede 

otorgar el Presidente de la República de 

forma directa que lo podría hacer a gusto 

del mismo, tanto más, que no existe 

desarrollada una Reglamentación de como 

aplicarla.. 

Pregunta 2: ¿Qué opina usted respecto 

de la normativa vigente de  Indulto 

Presidencial? 

La única normativa es la que se encuentra 

en el COIP pero, no se ha desarrollado más 

al respecto, tal es así, que han sucedido 

varias situaciones en las cuales ciertas 

peticiones han tenido una atención 

inmediata y otras peticiones, las cuales no 

han recibido dicha atención, lo cual se 

puede observar en varios casos de 

connotación nacional, dígase casos como 

el 30S los cuales si fueron atendidos de 

manera oportuna, mientras en otros casos 

en los cuales personas fueron juzgadas por 

el mismo delito no han recibido atención o 

sus solicitudes fueron negadas con el paso 

del tiempo. 

3.- ¿Qué opina usted de la Facultad 

discrecional del Presidente de la 

República para conceder Indulto 

Presidencial? 

Definitivamente esto pasa por no existir 

una Reglamentación eficiente o norma 

similar que pueda regir o establecer 

claramente cuándo y en qué casos debe 
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darse este Indulto, como el caso Glass-

Viejo se pensaba conceder Indulto, 

entonces, todas esas situaciones ocurren 

porque no existe una Reglamentación que 

establezca cuales son los motivos, los 

límites, cuando y en qué casos se debe 

conceder el Indulto y que debería mediar 

antes de aquello, y eso hace que sea 

discrecional que el Presidente pueda 

darlos en determinados casos; tal vez, por 

situaciones políticas o porque no tiene 

interés en otros casos como en penas que 

van de 1 a 3 años. 

4.- ¿Considera usted necesario la 

promulgación de una Ley de Indulto 

que regule el Indulto Presidencial 

teniendo como antecedente el posible 

cometimiento de delitos de acción 

pública tales como peculado, entre 

otros? 

Si, definitivamente debe existir una Ley 

que regule aquello, una reforma incluso al 

COIP en la cual, igual que en caso de la 

Amnistía se considere en que delitos no se 

debe conceder Indulto, porque, queda a 

libre albedrío del Ejecutivo el hecho de dar 

un Indulto como en casos de peculado. 

Para evitar en un futuro que el poder de 

turno pueda beneficiar a personas sin 

importar el delito que hayan cometido que 

estoy seguro, si se vuelve a presentar en 

otro momento en el cual el Presidente no 

era, por ejemplo, el caso de anterior 

mandatario, hubiese tenido cualquier otra 

persona no cercana al gobierno una 

atención inmediata. 
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5.- ¿Cree usted que para conceder 

Indulto Presidencial sea necesario la 

revisión del informe “no vinculante” de 

la Secretaría de Derechos Humanos por 

una comisión especial que cuente con 

veeduría ciudadana? 

Yo, considero que debería ser otra la 

institución que revise dicho informe, 

porque, recordemos que la Secretaría de 

Derechos Humanos es parte de la Función 

Ejecutiva, entonces aquí podría 

tranquilamente hacerse un trabajo 

coordinado con, por ejemplo, el Consejo 

de Participación Ciudadana, podría ser la 

misma Secretaría de Derechos Humanos la 

que, como ente de control del sistema 

penitenciario en el país, requiera informes 

a otras instituciones del Estado que no 

formen parte de la Función Ejecutiva para 

ser esta situación más imparcial, porque de 

seguir manteniendo el mismo modelo, el 

Presidente solicitaría a su Ministro de 

turno que disponga a un inferior que 

realice un informe en el que se constate 

“buen comportamiento”, entonces va 

terminar como una especie de “ruleta”, en 

donde se va a lograr lo que el Presidente y 

su interés pretendían desde un principio.  

6.- Para su criterio, ¿cuál es el nivel de 

afectación al principio de seguridad 

jurídica al momento de conceder 

Indulto Presidencial en casos de 

cometimiento de delitos tales como el 

peculado, entre otros? 

Definitivamente existe vulneración a 

varios derechos, el principio de seguridad 

jurídica, obviamente, porque 

aparentemente deberíamos estar regidos 

por una norma, pero más allá, considero 

que vulnera el principio de igualdad 

porque resulta que unas personas si son 

beneficiadas y otras no son beneficiadas; 
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porque existen gran número de personas 

que permanecen privadas de la libertad por 

delitos similares a otras personas a las 

cuales si se les concedió Indulto 

Presidencial; es aquí donde se evidencia 

vulneración al principio de seguridad 

jurídica por no determinarse claramente en 

una norma las condiciones y requisitos del 

mismo. 
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Entrevista N°7 

Entrevistador: Alex Gavilánez. 

Estudiante investigador. 

 

Entrevistado: Dr. Giovanny Altamirano. 

Juez de la Unidad Judicial Penal con sede 

en el Cantón Ambato. 

Pregunta 1: ¿Qué es para usted el 

Indulto Presidencial? 

Es una figura exclusivamente jurídica, de 

naturaleza, en mi opinión, administrativa, 

no jurisdiccional, por la cual el Presidente 

de la República deja sin efecto una sanción 

penal en beneficio de ”X” persona por 

cuanto, considera  que es beneficiaria de 

esta figura de Indulto que por cierto, 

además es discrecional. 

Pregunta 2: ¿Qué opina usted respecto 

de la normativa vigente de  Indulto 

Presidencial? 

Así como una normativa propiamente 

dicha, no existe, lo que existe es una 

regulación por la cual el Presidente bajo 

ciertas sugerencias, bajo ciertos 

parámetros otorga Indulto, pero por ser 

absolutamente discrecional, es algo que en 

mi opinión, no cumple ningún objetivo, 

sino, el de beneficiar a personas que 

mediáticamente buscan hacer un show de 

su situación jurídica. 

3.- ¿Qué opina usted de la Facultad 

discrecional del Presidente de la 

República para conceder Indulto 

Presidencial? 

Esa discrecionalidad se vuelve, en 

ocasiones, política y lo que puede 

resumirse en réditos políticos en beneficio 

del Presidente de turno, porque, el Indulto 

se ha utilizado más como un mecanismo 

de perdón hacia ciertas personas por 

ciertas condiciones, cuando en realidad 

debería ser considerado bajo condiciones 
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generales para todos los privados de la 

libertad que cumplan cierta clase de 

requisitos, cierta clase de pena, ciertas 

condiciones especiales o para personas 

con enfermedades catastróficas que se 

encuentran privadas de la libertad que para 

ellas la figura del Indulto se tarda una 

barbaridad mientras que en otros casos la 

figura del Indulto se tramita en 24 horas, 

entonces es una discrecionalidad sin 

ningún análisis, simplemente por dar gusto 

a otras personas, entonces, no creo que 

puede ser discrecional en función del tipo 

o de la persona, sino, discrecional en 

función del cumplimiento de ciertos 

requisitos. 

4.- ¿Considera usted necesario la 

promulgación de una Ley de Indulto 

que regule el Indulto Presidencial 

teniendo como antecedente el posible 

cometimiento de delitos de acción 

pública tales como peculado, entre 

otros? 

Es un tema de garantía penitenciaria, 

porque, esto no está relacionado con el 

cumplimiento adicional de otros requisitos 

u obligaciones por parte de la persona 

sentenciada, es simplemente el beneficio 

de poder  recuperar el derecho de 

movilidad, es decir, de recuperar la 

libertad, pero no tiene relación absoluta 

con la conexidad de las otras obligaciones 

que tiene la persona sentenciada, como es 

el pago de la multa, de la reparación 

integral, como es el pago de la devolución 

e incautación de bienes, etc., pero frente a 

eso yo creo que si es necesario una 
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regulación específica que, impida la 

discrecionalidad del Presidente de la 

República de otorgar en los casos que el 

considere, sino, que debe ser en base al 

cumplimiento de ciertos requisitos de 

personas privadas de la libertad por la 

modalidad en que fueron sentenciadas o 

por el cumplimiento de  ciertos requisitos 

al interior del centro de privación de 

libertad, previo a la obtención de ciertos 

beneficios. 

5.- ¿Cree usted que para conceder 

Indulto Presidencial sea necesario la 

revisión del informe “no vinculante” de 

la Secretaría de Derechos Humanos por 

una comisión especial que cuente con 

veeduría ciudadana? 

No, en mi opinión el organismo técnico 

que regula toda la cuestión de beneficios 

penitenciarios es un organismo político, 

por tanto, su opinión siempre va a estar 

encaminada a dar la razón de lo que el 

Presidente quiera o de las circunstancias 

que lo rodean por lo que antes de la 

existencia de una comisión o del mismo 

informe lo que debe existir es el 

cumplimiento de ciertos requisitos 

normativos, no de  antojo administrativo, 

ni de regulación. 

6.- Para su criterio, ¿cuál es el nivel de 

afectación al principio de seguridad 

jurídica al momento de conceder 

Indulto Presidencial en casos de 

cometimiento de delitos tales como el 

peculado, entre otros? 

Por una lado al seguridad jurídica que está 

vinculada al debido proceso, mientras que 

el Indulto Presidencial es una facultad 

exclusiva del Ejecutivo, por lo tanto, no 

hay afectación, porque, existiría afectación 

si el Presidente de la República pretende 

otorgar un Indulto previo a la sanción, 
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hecho que sería absolutamente 

inadmisible, en tanto la seguridad jurídica 

es una garantía constitucional dentro de las 

garantías adicionales al debido proceso 

que implica que una persona va a ser 

juzgada por un Tribunal competente, por 

un juez independiente y sin presiones, de 

allí a que el Presidente quiera otorgar o no 

el Indulto, el Indulto no tiene que estar 

relacionado con el tipo penal, sino con el 

tipo de la persona que cometió la 

infracción, es decir, no está relacionado a 

la figura delictiva, sino a las condiciones 

particulares de cada persona sentenciada. 

 


